Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- A continuación, pasamos a considerar el “Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo por el que se viabiliza la continuidad como productores de aquellos deudores agropecuarios 
morosos (Carpeta N* 923/2007 - Distribuido N* 1957/2007).” 


No sé si algún señor Senador desea solicitar que concurra algún otro invitado para tratar este 
tema. Hemos recibido a la Federación Rural y a la Asociación Rural, y debo señalar que ha llegado a mi 
despacho una solicitud de audiencia de parte de algunos deudores de Colonia. 


SEÑOR ABREU.- Lamentablemente, no pude asistir a la Comisión, pero estuve leyendo las versiones 
taquigráficas y tomé conocimiento de la posición del señor Subsecretario de Economía y Finanzas, quien 
concurrió con el doctor Guerrero y el asesor Polgar. Siempre hay algunas dudas sobre estos temas porque 
se están manejando determinadas cifras -como figura en la versión taquigráfica- sin un mayor fundamento 
e, inclusive, quedan algunas dudas sobre hasta qué punto se alcanza a todos los que se encuentran en 
una situación de deuda, particularmente con el Banco de la República, como también con las demás 
instituciones que se supone se incluirían -no todas de carácter privado-, según he leído. 


Pero en los artículos finales hay un régimen tributario diferente para el fideicomiso que se 
constituye, es decir, se establecen beneficios muy especiales, se exonera de todo tributo al que aporte o 
constituya el fideicomiso. Y esto tiene, como tantas cosas -por ejemplo, la que discutimos hace un 
instante-, excepciones de carácter tributario, como si fueran perforaciones que se vienen realizando. Por 
tanto, me gustaría conversar con representantes de la Dirección General Impositiva en el sentido de saber 
cómo instrumentaría este tema. A su vez, desde el punto de vista de la norma tributaria, deseo conocer 
cómo afectaría esta excepción e, inclusive, qué significa en cifras porque, obviamente, se va a querer -y lo 
comprendo- centralizar a todos los que quieran colocar el dinero en el fideicomiso para que puedan tener 
una rentabilidad adecuada y, a su vez, facilitar que el fideicomiso esté nutrido de fondos que puedan 
respaldar su funcionamiento, ya sea para el primero o el segundo de los casos, respecto a la participación 
del Instituto Nacional de Colonización en condición de propietario de la tierra y con respecto al 
arrendamiento. 


En consecuencia, desde el punto de vista tributario tenemos que analizar muy bien este proyecto, 
porque tengo temor a que con las excepciones que estamos haciendo, terminemos creando una especie 
de queso gruyere en el ámbito tributario. Por tanto, me gustaría conocer la opinión de la Dirección General 
Impositiva sobre este tema y qué normas de carácter tributario entiende hay que aplicar. Quiero saber si 
esto es posible o, simplemente, ya nos damos por satisfechos con la opinión del Ministerio de Economía y 
Finanzas que, en todo caso, es de quien depende este tema. 


SEÑOR COURIEL.- Soy de la idea de empezar a analizar artículo por artículo y cuando se llegue a esos 
temas, vemos qué camino seguimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hay acuerdo para comenzar a analizar artículo por artículo. 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- República Administradora de Fondos de Inversión S.A. (AFISA), los Fondos de 
Recuperación de Patrimonio Bancarios creados de acuerdo a la Ley N* 17.613 de 27 de diciembre de 
2002, y el Banco Central del Uruguay, podrán aceptar para la cancelación total o parcial de los créditos 
otorgados en el sector agropecuario de los que sean actualmente titulares, la dación en pago por parte del 
deudor del inmueble del cual sea titular y la posterior ocupación por éste de dicho inmueble en el marco de 
un contrato de arrendamiento o de crédito de uso operativo. 


Dicha transacción podrá ser realizada directamente o actuando a través de un fideicomiso creado 
al efecto, en el marco de la Ley N* 17.703 de 27 de octubre de 2003”. 


-En consideración. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que el artículo se vote, deseo mencionar una inquietud que 
planteó el señor Senador Vaillant en una reunión anterior y sobre la que estuvimos conversando e hicimos 
algunas consultas con el Poder Ejecutivo. Me refiero a un capítulo importante que, en principio, no fue 
contemplado en el proyecto de ley, relativo a los préstamos para viviendas rurales. Se calcula que los 
deudores son alrededor de 300 y se ha pensado que podrían ser incorporados a este mecanismo, quizás 
por medio de un artículo adicional. De ser así, en el artículo 1% habría que incluir también al Banco 
Hipotecario. Cabe aclarar que estamos hablando de dueños de chacras o de pequeños campos que 
hicieron una inversión en vivienda rural, por medio de préstamos del Banco Hipotecario, que hoy son 
deudores y que al ser incluidos en el mecanismo que plantea la ley encontrarían una solución al problema, 
aunque esos créditos no estaban destinados a la actividad productiva sino a la vivienda. Por tanto, reitero 
que independientemente de que el artículo se vote en el día de hoy, sería conveniente contar con un texto 
sobre este aspecto, lo que permitiría que se pidiera la reconsideración de dicho artículo para incorporarlo, 
luego de haber hecho las consultas del caso y de tener la certeza de que es algo viable. 


SEÑOR VAILLANT.- Simplemente deseo aclarar que cuando se redactó esta iniciativa, no conocíamos o 
no tuvimos en cuenta la existencia de estos créditos del Banco Hipotecario. Sin ninguna duda, cuando 
tomamos conocimiento de esto, nos dimos cuenta de que se ajustan perfectamente al objetivo que 
persigue este proyecto de ley, dado que en general son créditos de productores agropecuarios pequeños y 
medianos, respaldados con garantía de sus propiedades. Por tanto, tienen el mismo problema que quienes 
recibieron créditos del Banco República y perfectamente pueden ser tratados de la misma manera. 


Este proyecto de ley, cuya elaboración ha insumido más de un año, ha recorrido un largo camino 
de búsqueda de consensos. Por supuesto que antes de plantear esto hemos hecho las consultas del caso 
con el equipo económico, el que nos manifestó que no existe ningún inconveniente y que es viable 
incluirlos. Entonces, se pueden incluir en el artículo 1% o en el artículo 2%, que es donde figuran los 
requisitos que se necesitan, es decir, ser deudor del Banco de la República Oriental del Uruguay, y ahora 
también del Banco Hipotecario. 


SEÑOR ABREU.- Queda claro que el artículo 1? define los acreedores, pero también el funcionamiento del 
sistema, que se explicitó durante la comparecencia del Ministerio de Economía y Finanzas. Mi pregunta es 
si todos los deudores están comprendidos porque, por ejemplo, puede darse el caso de una persona que 
tenga una deuda de US$ 10.000 con un banco o con cualquier otro acreedor y no esté comprendida en 
esta iniciativa. Entonces, ¿vamos a alterar sus derechos al privilegiar a los demás por el simple hecho de 
tener una relación crediticia con una institución financiera diferente? Quisiera saber si todos los deudores - 
sin importar si la deuda es por US$ 5.000, US$ 6.000 o US$ 7.000-, cualquiera sea el acreedor, están en 
condiciones de ampararse en este sistema. Si esto no es así, me gustaría conocer el motivo porque el 
problema es que se altera la igualdad del deudor, simplemente porque el acreedor no es el que está 
contemplado por la norma. 


SEÑOR VAILLANT.- Esos deudores a que hace referencia el señor Senador Abreu no están 
comprendidos, porque si se lee todo el proyecto de ley, se advertirá con claridad que la iniciativa funciona 
sobre la existencia de un acuerdo entre el acreedor, en este caso, el Banco de la República, el deudor y el 
fideicomiso. Este acuerdo se hace en función de la disposición del acreedor estatal de acceder a esta 
iniciativa. En lo personal, creo que una vez que este proyecto de ley esté funcionando y amparando a estos 
deudores, no será nada difícil que otros acreedores puedan recorrer el mismo camino, dado que queda 
abierto. Si un acreedor privado presenta esta iniciativa -puede ser cualquier banco privado-, evidentemente 
sería un acto voluntario, y no tengo dudas de que el deudor estará de acuerdo, pero reitero que esos casos 
no están amparados por el proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU..- Si bien comparto la inquietud de buscar una solución al tema, no me parece bien que se 
dé un tratamiento desigual al deudor que tuvo la desgracia -por decirlo de alguna manera- de ingresar en 
el circuito bancario privado, porque pidió un préstamo, y se le diga que a aquel cuyo terreno tenga una 
superficie de 20 hectáreas, 50 hectáreas o 100 hectáreas, se lo va a ejecutar, mientras que al dueño del 
terreno de al lado no, porque se endeudó con otro banco. 


Esta es la preocupación que tengo desde el punto de vista jurídico-social. Por lo tanto, si es 
posible, quisiera que se entendiera el tema de carácter general porque, de lo contrario, vamos a tener hijos 
y entenados. 


SEÑOR GUERRERO.- La voluntad del Poder Ejecutivo, incluso la de algunos Legisladores que, como es 
notorio, han trabajado en esta iniciativa, es dar solución a una cantidad de deudores agropecuarios. Lo que 


expresa el señor Senador Abreu es cierto, porque se podría decir que en el caso de que el sujeto acreedor 
sea otro, estamos discriminando, como cuando quedan fuera de AFISA, cuando no son aquellos cuatro 
bancos que se fundieron y que hoy están en el Fondo de Recuperación de Patrimonios Bancarios, o el 
Banco Central; incluso, hoy también nos han pedido que incluyamos los préstamos del Banco Hipotecario. 
Es cierto que la voluntad del Poder Ejecutivo es la de encontrar una solución a todos los casos, es decir, 
también a los deudores de bancos privados -que en este caso los que no entran en este artículo 1*-, pero 
también a aquellos productores agropecuarios deudores de un acreedor particular, que estarían en la 
misma situación. Hay muchísimos casos de estos. 


Entonces, podríamos pensar acerca de ellos después de que aprobemos el proyecto de ley, ya 
que su espíritu no es el de hacer un tratamiento desigual. Respecto a los acreedores, el proyecto apunta a 
estas tres instituciones, y hoy nos piden una cuarta. 


En definitiva, es un tema de voluntad política, pero es claro que no están comprendidos. 


SEÑOR VAILLANT.- Comparto la preocupación del señor Senador Abreu, pero me parece bueno también 
aclarar que, en realidad, las diversas situaciones que tienen los diferentes acreedores en función de los 
bancos en los que han sacado los créditos, es algo que se da normalmente en el presente, y aun con la 
ausencia de esta ley. Las facilidades que pueden otorgar los distintos bancos a sus deudores para liquidar 
sus deudas son distintas de acuerdo con las administraciones de cada banco. Hoy también tenemos 
diferencias entre la actuación del Banco de la República con sus deudores y la banca privada. Alcanza, 
simplemente, con observar los remates que se han realizado para darse cuenta de ello. Entonces, si bien 
es cierto que existe esa diferencia, no la crea el proyecto de ley a estudio, porque ya existía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la pregunta que ha formulado el señor Senador Abreu es lógica; yo 
mismo se la planteé al señor Ministro y me contestó claramente que se trataba de las carteras gestionadas 
por el Banco Central y por el Banco de la República Oriental del Uruguay. Esto genera una injusticia porque 
hay otra situación intermedia que se relaciona con aquellas carteras que pertenecían al viejo Banco 
Comercial y que quedaron -porque estaban bien garantizadas- en el Nuevo Banco Comercial. Si bien es 
cierto, como señaló el señor Senador Vaillant, que muchas de las entidades privadas ya se han cobrado o 
refinanciado las deudas agropecuarias que les correspondían, hubo algunas entidades privadas que, en las 
diferentes refinanciaciones que hubo, se acogieron a soluciones similares a la del Banco de la 
República Oriental del Uruguay -adoptadas por acuerdo en actos administrativos que el propio Banco 
establecía-, de modo tal de dar una solución a las deudas agropecuarias de entonces. 


Así, hubo tres o cuatro actos administrativos y los bancos privados acompañaron la solución que 
sugería el Poder Ejecutivo de entonces, pero no fue eso lo que ocurrió con el Nuevo Banco Comercial. Por 
las informaciones que manejamos, esta institución ha sido muy voraz, ha cobrado mucho -quizás sus 
objetivos eran distintos-, y no hubo amparo de ningún tipo, ni siquiera cuando se trataba de deudas 
originadas con el viejo Banco Comercial, que luego fue intervenido por el Estado. 


Digo esto como forma de abarcar el universo de los deudores. 


Hay distintas refinanciaciones; algunas, como las del Banco Central y las de Thesis, han generado 
quitas realmente muy importantes. ¡Ojalá todo el mundo hubiera contado con las quitas establecidas por 
Thesis para muchos deudores! No olvidemos que se trataba de quitas de capital original que han 
significado una solución para muchos. Sin embargo, en el Nuevo Banco Comercial no hubo ninguna quita 
de intereses ni de otra índole; se aplicaron las disposiciones a rajatabla. Puedo hablar sobre esto con 
propiedad debido al conocimiento que tengo de muchos deudores que trabajaban con ese Banco. Me 
parece importante señalar esa disparidad de soluciones, esa situación bastante caótica por la que ha 
pasado este tema. Me refiero a las soluciones importantes que brindó el Banco de la República por medio 
del fideicomiso, a las que plantearon Thesis y el Banco Central del Uruguay y a la falta de propuestas por 
parte del Banco Comercial. Esto es parte de la realidad y de la salida que se encontró, y que ahora no 
vamos a poder corregir. 


Por otro lado, quiero hacer un comentario sobre lo que plantearon los señores Senadores 
Michelini y Vaillant y que me parece lógico, o sea, la inclusión de los gastos en vivienda por parte de los 
productores agropecuarios. Esto está bien, pero tengo un temor. A veces públicamente resulta difícil 
diferenciar a quien tiene una deuda por compra de vivienda y que siendo agropecuario tiene una solución 
con el fideicomiso, de aquellos que no son productores agropecuarios. Aclaro que me parece bien incluir al 
Banco Hipotecario del Uruguay, pero quizás podamos generar una situación de reinvindicación de otros 


deudores de ese Banco, quienes legítimamente pueden reclamar al Parlamento la posibilidad de tener 
iguales o mejores condiciones que las que se establecen para un deudor que pidió un crédito para comprar 
una chacra. Creo que es difícil argumentar que estos sí tengan un privilegio porque están en el campo, 
respecto a los que están en la ciudad. Dejo esto a modo de reflexión, porque podemos “comprarnos” un 
problema. Comparto la inclusión que se propone, aunque tengo ese temor. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: este proyecto de ley no es para todos los deudores ya que no 
incluye, por ejemplo, a los que están por arriba de los US$ 250.000 o a los que están endeudados 
con otros bancos. Más allá de que podamos ampliar este espectro, por ahora, tal cual está el proyecto de 
ley, sólo incluye a los bancos estatales, a los fideicomisos determinados por los bancos correspondientes y 
a los que reúnan las condiciones que se establecen en el artículo 2”. Inclusive, en el artículo 3% se 
incorpora a quienes tienen una deuda por un monto muy parecido al valor de la propiedad, y si es menor, 
en la medida en que de acuerdo con el inciso tercero se suma a otros créditos, la deuda también quedaría 
muy cerca del valor de la propiedad. Quiere decir que hay una serie de exclusiones. 


En el caso de que se incorpore a productores agropecuarios, éstos tendrán que poner la tierra; 
no es que el productor agropecuario que tiene una deuda con el Banco Hipotecario está en un régimen 
distinto al resto de los productores. No; tiene una deuda y va a cambiar de propiedad su tierra poniéndola a 
nombre del Banco Hipotecario. Es un deudor que está fuera del circuito, que no puede pagar y a partir de 
ahora, poniendo su tierra, logra el pago e, incluso, la recompra de la tierra veinte años después. Y esto 
tiene un aspecto político: si este camino de la compatibilización de las partes lo permite, no queremos que 
los productores abandonen su lugar de trabajo, su campo y su familia. El productor agropecuario que tiene 
involucrado el tema de la vivienda, está en idéntica situación. 


SEÑOR ABREU.- La preocupación, de alguna manera, jurídica, es la generalidad de la ley y una de las 
características de la norma jurídica es, precisamente, la generalidad. Los que conocemos algo del sector 
agropecuario, sabemos que a veces el más desvalido es el que le pidió al escribano o al amigo e hizo una 
hipoteca sobre su campo. Diría que el más desvalido es quien va a estar, justamente -valga la 
redundancia-, más desvalido; esta es mi preocupación. No es un tema de casuística, más allá de que 
seguramente los porcentajes que se manejan son muy importantes respecto de los acreedores que están 
definidos en el proyecto de ley. 


En esta casuística, lo que nos preocupa es que, precisamente, en el circuito del crédito -esto se ha 
visto tanto-, el vecino vea que la hipoteca se la ejecuta un compañero, un paisano, un escribano, más allá 
de que entrega en pago la tierra. Es cierto lo que dice el señor Senador Michelini en cuanto a que en el 
mecanismo está la dación en pago, pero este es un mecanismo fuerte que no todos los acreedores 
estarían dispuestos a aceptar en una situación de esta naturaleza. 


No obstante, analizando estos temas y, sobre todo, a los que están en una posición de mayor 
fragilidad, pienso que habría que buscar que la norma abarque a todos aquellos que tienen una situación 
de esta naturaleza, de modo que no quede la visión de un tratamiento no igualitario; más allá de que sean 
pocos, van a ser los que hagan más “ruido” el día en que se ejecuten sus hipotecas; este es el problema. Si 
mi escribano me ejecuta un préstamo -porque el acreedor también tiene derecho a cobrar-, me va a afectar 
ver que al de al lado se le aplica otro sistema y está veinte años en esa situación. 


SEÑOR MICHELINI.- Es verdad lo que dice el señor Senador Abreu. Mi temor es que, por tratar de incluir a 
todos, pasemos muchos meses sin aprobar la norma; al final, el Banco de la República va a seguir los 
trámites de ejecución. Es más, si esto no tiene un tratamiento relativamente ágil, no hay ninguna excusa 
para que dicho Banco detenga o modifique su plan de ejecuciones. Por lo tanto, no salvaríamos a unos ni a 
otros. 


SEÑOR ABREU..- Podríamos pedir a los señores asesores que trasmitan al Poder Ejecutivo esta inquietud, 
para ver qué formula puede encontrar a estos efectos. 


SEÑOR COURIEL.- Me parece que lo mejor sería votar este artículo tal como está y esperaría a ver si hay 
alguna posibilidad de que los señores asesores encuentren alguna respuesta a esta inquietud. 


SEÑOR GAMOU.- Es interesante lo que plantea el señor Senador Abreu. Ahora bien, creo que aquí 
debemos valorar dos elementos que, a mi juicio, son muy importantes. En primer lugar, hace algunos años 
hablar de una ley para una temática de esta índole era impensable, así como tener votos para aprobarla. 


En segundo término, es cierto lo que dice el señor Senador Abreu en cuanto a la generalidad de 
las leyes, y estoy de acuerdo con ello. Sin embargo, si uno observa lo que dispone este artículo 1%, ve que 
también podría haberse redactado de la siguiente manera: “El sector financiero”, etcétera, “exceptuando a 
Fulano, Mengano y Zutano”. No está redactado así, lo que quiere decir que fácilmente se pueden dar dos o 
tres hipótesis de trabajo. ¿Qué sería lo óptimo? Que en base a esta ley, los propios bancos privados o los 
acreedores a los que hace referencia el señor Senador Abreu, lo vean como un mecanismo bueno y lo 
utilicen. 


Otra hipótesis podría ser que el Poder Ejecutivo dialogara con la banca privada, como en su 
momento lo hizo el entonces Ministro Atchugarry. 


En tercer lugar, está lo que plantea el señor Senador Couriel. Una vez aprobado este proyecto de 
ley como está, nada obsta para que se apruebe rápidamente otra iniciativa que diga, por ejemplo: 
“Incorpórese al artículo 1% de la Ley N* tal a Fulano, Mengano y Zutano”. 


En cuanto a lo que expresaba el señor Presidente acerca del Banco Hipotecario del Uruguay, es 
real, pero quiero recordarles que en esta misma sala, en oportunidad de discutir el proyecto de ley sobre 
defensa de la competencia, concurrieron las autoridades del Banco Central del Uruguay, quienes 
formularon una serie de observaciones con respecto a que si un artículo quedaba redactado de 
determinada manera, prácticamente quitaba al Banco Hipotecario del Uruguay toda posibilidad de hacer 
financiaciones y demás. 


Por otra parte, quisiera hacer dos observaciones muy breves. En primer lugar, en el día de ayer 
concurrió a la Comisión la Federación Rural y en ningún momento manifestó inquietud por el tema de los 
acreedores privados. En segundo término, en realidad este proyecto de ley busca asentar a la gente en el 
campo. Por eso, si bien es cierto lo que se expresa en cuanto a que puede haber cierta discriminación con 
respecto a otros acreedores del Banco Hipotecario, también lo es que con este proyecto de ley se busca 
mantener a la denominada “clase media rural” en su campo. Por lo tanto, a las manifestaciones de los 
señores Senadores Couriel y Michelini, quisiera agregar que, a mi juicio, deberíamos votar el artículo tal 
como está y consultar al Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que deberíamos votar el artículo tal como está, pedir a los asesores que busquen 
una salida distinta e, inclusive, preguntar a las autoridades del Banco Hipotecario del Uruguay si están de 
acuerdo. Si nos dan alguna solución, la discutimos, pero reitero que ahora tendríamos que votar tal como 
está. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera plantear una pregunta sobre el último inciso, que va más allá de la técnica 
jurídica y dice que dicha transacción podrá ser realizada directamente o actuando a través de un 
fideicomiso. ¿Cómo se está pensando la transacción directa? Si se realiza directamente, ¿estaría 
participando el fideicomiso, podría haber una alternativa con o sin fideicomiso, o siempre participaría el 
fideicomiso en forma obligatoria, sin perjuicio de esta redacción? 


SEÑOR POLGAR.- Con respecto a la inquietud del señor Senador Abreu, la inclusión de este último inciso 
obedece a la perspectiva del problema. La idea de crear este mecanismo goza del beneficio de la 
diversificación. Ahora estamos pensando en generar un acreedor que tenga muchos deudores en 
situaciones similares, lo que permitiría la diversificación del riesgo y, en última instancia, pensar esto como 
un instrumento de ahorro. El fideicomiso tendría la posibilidad de ir saliendo del activo tierras con flujos 
asociados según los contratos pactados y venderlo a inversores. Esto tiene que ver también con el artículo 
relativo a las exoneraciones tributarias. 


Según los casos, puede ocurrir que no haya una masa suficiente de contratos firmados y no 
tenga sentido hacer un fideicomiso. Esto está pensado como un fideicomiso por la naturaleza de la 
operación en sí, pero en caso de no existir suficientes contratos firmados, no tiene sentido que ninguno de 
estos acreedores vaya por el camino de organizar un fideicomiso, con los costos que ello implica. 


SEÑOR ABREU.- Entiendo lo que dice el economista Polgar, pero en ese concepto de diversificación del 
riesgo, ¿cómo puede actuar directamente el deudor que no está en el paquete que el acreedor considera 
que puede permitirle diversificar el riesgo? ¿Qué le va a decir al Banco o a la institución de que se trate? 
¿Le entrega su campo a esa institución en dación en pago? 


SEÑOR POLGAR.- Esto parece más confuso de lo que realmente es, porque en realidad se trata de algo 
bien operativo, de una transacción deudor-acreedor en la que éstos se ponen de acuerdo. 


Por ejemplo, para evitar hacer dos veces la escritura de la dación en pago -con el banco y con 
el fideicomiso-, la idea es que se constituya un fideicomiso donde el beneficiario único sea la institución 
acreedora y los contratos se hagan directamente entre el deudor y el fideicomiso. Asimismo, con esta 
redacción se pretende que esto pueda quedar abierto para que pueda estructurarse de tal forma que no 
sea un fideicomiso. La palabra “directamente” alude a que no tiene por qué ser transferido a un fideicomiso 
propiedad del acreedor, sino que puede escriturarse directamente a favor del acreedor. 


SEÑOR ABREU.- Quiere decir que por esta vía lateral el acreedor comienza a tener en sus activos bienes 
inmuebles como dación de pago. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. 


Si me permiten los señores Senadores, debo aclarar que la Bancada del Partido Nacional ha 
votado este artículo con salvedades. 


Léase el artículo 2*. 
(Se lee:) 


“Artículo 2%.- Será de aplicación del régimen previsto en la presente Ley cuando se cumplan 
acumulativamente los siguientes requisitos: 


a) que se trate de deudores que desarrollen, a la fecha de dación en pago del inmueble, 
actividades que se encuentren comprendidas en el régimen del artículo 3 de la Ley N* 17.777 de 21 
de mayo de 2004. 


b) que el inmueble, a ser dado en pago, sea el asiento total o parcial de la explotación 
agropecuaria del deudor. 


c) que los créditos, a ser total o parcialmente cancelados con la dación en pago, hubieran sido 
otorgados con anterioridad al 31 de diciembre de 2002, y se encontraran total o parcialmente 
vencidos al 31 de diciembre de 2004 y no hubiesen sido regularizados con posterioridad a esa 
fecha. 


d) que el acreedor por el crédito, a la fecha de la dación en pago, fuera alguna de las entidades 
mencionadas en el inciso primero del artículo 1% de la presente Ley, o un fideicomiso del cual alguna 
de dichas entidades fuera fideicomitente. 


e) que el monto total de la deuda de capital al 31 de diciembre de 2004, calculada de acuerdo 
a las 'Pautas para el Tratamiento de las Deudas Vencidas' del Banco de la República Oriental del 
Uruguay de setiembre de 2005, no supere la suma de US$ 250.000,00 (doscientos cincuenta mil 
dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas. 


f) que los deudores sean los únicos propietarios, con precio totalmente integrado, de los 
inmuebles a ser dados en pago, o que la dación sea consentida por los restantes copropietarios, y 
que dicha dación en pago recaiga sobre la totalidad del inmueble. 


9) que la dación en pago se realice en el marco de una operación por la cual el deudor continúe 
con la explotación del mismo inmueble, o de parte del mismo, mediante un contrato de 
arrendamiento o de crédito de uso operativo”. 


En consideración. 


SEÑOR ABREU.- El literal a) refiere al artículo 3 de la Ley N* 17.777, de 21 de mayo de 2004, que es la 
que define la actividad agropecuaria. Por tanto, me gustaría saber cuál es la visión del Poder Ejecutivo 
sobre la amplitud de la norma, y si se ha actualizado, tiene alguna modificación o contiene alguna 
excepción; me refiero a que algunos deudores terminen no siendo protegidos por esta situación. Formulo 
esta interrogante a la luz de la visión del alcance de la Ley N* 17.777, porque el literal a) del artículo 2% de 
este proyecto de ley dice: “que se trate de deudores que desarrollen, a la fecha de dación en pago del 
inmueble, actividades que se encuentren comprendidas en el régimen del artículo 3 de la Ley N* 17.777, de 
21 de mayo de 2004”. Quiere decir que la norma es bastante amplia. 


Mi preocupación es siempre la de que no se deje algún bolsón o algún tipo de excepción para 
agropecuarios que, sigo sosteniendo, son los más débiles o frágiles. Me gustaría conocer cuál es la visión 
que se tiene sobre este tema. 


SEÑOR GUERRERO.- Cabe aclarar que nos basamos en esa norma porque es la única que define lo que 
es la actividad agropecuaria. Si bien no la recuerdo de memoria, la he leído en distintas oportunidades y 
puedo señalar que es la más completa. Lo que nosotros pretendemos es que el productor siga ejerciendo 
su actividad. Es por esta razón que el proyecto de ley tiene que ver con la viabilidad de que los productores 
agropecuarios continúen en el campo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es de señalar que esa ley figura en las disposiciones citadas de esta iniciativa. 
SEÑOR GUERRERO.- Si me disculpan los señores Senadores, me voy a tomar unos minutos para leerla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Mientras el doctor Guerrero estudia la ley, quiero formular una consulta al 
economista Polgar. 


Cuando recibimos a los representantes de la Federación Rural, ellos insistieron mucho en la 
fecha que figura en el literal e), cuya redacción es la siguiente: “que el monto total de la deuda de capital al 
31 de diciembre de 2004, calculada de acuerdo a las “Pautas para el Tratamiento de las Deudas Vencidas' 
del Banco de la República Oriental del Uruguay de setiembre de 2005, no supere la suma de US$ 
250.000,00”, etcétera. Como se recordará, se dijo que al fijar un límite de US$ 250.000, se dejaba afuera a 
mucha gente cuya deuda original -es decir, su primer documento- era distinta. 


No sé si es factible encontrar alguna solución al planteo realizado por la Federación Rural para 
aquellos productores que quizás al 31 de diciembre de 2004 tenían una deuda mayor a US$ 250.000 
producto de la suma de intereses y de la capitalización de multas y recargos. 


SEÑOR GAMOU.- También escuché en el día de ayer los planteos de la delegación de la Federación 
Rural, y la pregunta que deseo formular es la siguiente. Más allá de que se pueda calcular sobre el 
documento original -lo que quizás puede elevar la cifra-, me gustaría saber si la redacción de esta 
iniciativa -que a nuestro juicio es un acuerdo de partes- impide que, de existir voluntad por parte del 
acreedor y del deudor sobre alguna deuda de un monto superior, se pueda llegara un acuerdo similar al 
aquí planteado para los deudores de US$ 250.000. 


SEÑOR MICHELINI.- En definitiva, lo que se planteaba era que aunque se tomara la fecha del 31 de 
diciembre de 2004, o cualquier otra, en la medida en que se trata de un acuerdo de partes -entre, por 
ejemplo, el Banco de la República y el deudor-, si le servía a ambas, se actuara de la misma manera 
aunque la deuda fuera, digamos, de US$ 300.000. Personalmente, estimo que podríamos votar el artículo 
tal como está redactado y pedir a los representantes del Poder Ejecutivo que buscaran un artículo adicional 
-obviamente habrá que estudiarlo, porque puede tener componentes políticos que quizás escapan a lo que 
planteaban nuestros invitados- que abriera una puerta para que, en la medida en que el mecanismo 
resulte interesante, otros pudieran usarlo. De ese modo se estaría contemplando en parte lo que plantea el 
señor Senador Abreu y, asimismo, se podría ir a montos un poco más altos. Me parece que se podría 
seguir la estructura tal cual está y luego incluir un artículo que habilite a otras instituciones financieras, o 
mayores montos, producto de una evaluación del Poder Ejecutivo. Nos referimos a algo que se incluyera 
sin trastocar el artículo 2”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de escuchar al economista Polgar, y luego pasar a los planteos del señor 
Senador Abreu y del doctor Guerrero, quiero redondear un poco el concepto. 


Me parece bien lo que se establece con respecto a los US$ 250.000, porque quien obtuvo esa 
cifra fue porque tiene capital como para responder. Sin embargo, fijar el límite en US$ 250.000 quizás no 
refleje esa situación, porque puede haber una persona que pidió un préstamo de US$ 30.000 o US$ 40.000 
y se le haya transformado en una deuda de US$ 250.000, pero no es alguien que en realidad tenga ese 
capital. Es así que, muchas veces, la hipoteca debe respaldar una vez y media o dos el crédito otorgado. 
Entonces, cuando se dice que hay productores que tienen US$ 250.000 de préstamo, me parece bien que 
no estén contemplados. Sin embargo, hay algunos productores a los que, por los papeles, los intereses, las 
moras, las multas y los recargos, la deuda se les transforma en US$ 250.000, pero no necesariamente el 
crédito original era por esa cifra. 


Considero que está bien que se establezca el límite, pero quizás tengamos que pensar que hay 
gente que obtuvo un préstamo de US$ 30.000 y, porque no pagó, no pudo hacerlo, en fin, por distintos 
motivos, se le transformó en esa cifra de US$ 250.000 al cabo de diez años. 


SEÑOR POLGAR.- Es bien oportuna la aclaración con respecto a las dudas que se manifiestan a este 
respecto. 


En el año 2005 en esta Casa se trabajó activamente en lo que terminó siendo una solución no 
legislativa sino administrativa, pero hubo comisiones que funcionaban en ese sentido. Adviértase el cuidado 
que se tuvo al mencionar explícitamente las pautas que se inscriben formalmente en una resolución del 
Banco de la República, con un trabajo del Poder Ejecutivo. Esas pautas contemplaban el problema que 
señalaba el Presidente de esta Comisión, señor Senador Heber, porque desactivaban lo que nosotros 
precisamente llamábamos el efecto “bola de nieve”, y por ese motivo tiene esta redacción sui géneris de 
hablar de deudas de capital. Es bien sabido entre deudores y acreedores cuáles son las pautas, que no 
utilizan la tasa de actualización y, por supuesto, no se computa la tasa de mora como penalidad. Ni siquiera 
se recurre en las pautas a la tasa contractual para los intereses compensatorios, sino que se establece un 
máximo que, si mal no recuerdo, es de 6,5%; recuérdese que en aquella época eran habituales tasas del 
12% y que, además, eran en dólares. Quiere decir que ese primer aspecto quedaría contemplado y, por 
tanto, no habría problemas. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Está contemplado en la ley? 
SEÑOR POLGAR.- Está contemplado en lo que se llaman las pautas de tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Al tener presente el tema de las pautas, la cartera ya viene “limpiada” en cuanto a 
que no esté establecido el efecto “bola de nieve”. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto se dispone a los efectos de ingresar en la ley. 


SEÑOR ABREU.- El régimen de aplicación exige un requisito en el literal e), según el cual la deuda de 
capital será de tanto, sin perjuicio del efecto “bola de nieve”. Ahora bien, después que ingresó, la dación en 
pago la hace por el capital y la “bola de nieve”. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo que acuerdan. 
SEÑOR ABREU.- Señor Senador: permítame terminar de formular mi planteo. 


En realidad, acá el capital no se acota a lo que es la renegociación de la deuda, sino 
simplemente para ingresar en el mecanismo. Pongo el siguiente ejemplo: solicité US$ 240.000 y por las 
razones del caso debo US$ 2:000.000, hecho que es bastante común que suceda. Entonces, ingreso en el 
mecanismo, pero negocio los US$ 2:000.000. Es decir que el mecanismo se da en función de toda esa 
deuda que no está limitada por el requisito de ingreso. Simplemente, quiero saber cómo funciona el 
mecanismo. 


SEÑOR MICHELINI.- Por ejemplo, una persona cuyo crédito original de capital era de US$ 200.000, en su 
momento puso una garantía de US$ 300.000 y tiene una deuda de US$ 700.000; ahora sus tierras se 


valorizaron y alcanzan los US$ 400.000. Esto quiere decir que esa persona ya no puede pagar porque la 
renta de ese bien no le alcanza; entonces, primero se acciona el mecanismo previsto por el literal e), 

porque la deuda original está por debajo de los US$ 250.000, luego se pondrá de acuerdo con el 
Banco de la República Oriental del Uruguay sobre los US$ 700.000 para hacerle quitas, ver si podrá cobrar 
o no, si va a remate, etcétera, y por último se fijará un precio. En definitiva, ese precio es el que va al 
fideicomiso y se entregará la tierra correspondiente. 


SEÑOR POLGAR.- Quisiera agregar algo sobre la primera parte, a fin de contribuir a aclarar cómo 
funciona el mecanismo con respecto al monto. 


Habíamos empezado con el documento original, la forma de cálculo y las pautas con respecto al 
tema de los US$ 250.000, quiénes quedaban incluidos o no, y quisiera hacer un poco de historia a ese 
respecto. Creo que, efectivamente, los US$ 250.000 se convirtieron en una referencia política -no es un 
aspecto técnico-; en su momento, obedecieron a una realidad, ya que dadas las pautas, el mapa de 
endeudamiento marcaba un claro corte allí, por la naturaleza de los deudores, y no era un número 
completamente ad hoc. En realidad, se decide mantener la referencia a las pautas porque, por ejemplo, 
surge un tema que en principio puede parecer bastante metodológico, que es referirse al documento 
original. Si uno fuera a dicho documento original, lo que se marca al momento de recálculo de esos US$ 
250.000 de tope es un momento anterior, lo que quiere decir que habilitaría un monto de deuda mayor. 


Si lo que está en cuestión es que no entren deudores más grandes -a lo cual no me voy a referir 
porque, como representante del Ministerio, no me parece que corresponda pronunciarnos sobre ello- 
entiendo que, en lo técnico, no es un buen camino ir por el lado de los documentos. Esto es así porque, en 
la práctica, hay que recordar que en algún momento de la discusión que mantuvimos con los señores 
Legisladores, los deudores y el resto de la sociedad, acerca de la redacción y las pautas, hablamos del 
documento original hasta que llegamos a un nivel mucho más específico y demostrador -lo sabe el que 
trabaja en materia bancaria-, y es que el documento original, como tal, no existe necesariamente. En 
realidad, se van renovando los vales y no hay forma de saber cuál es el documento original. 


SEÑOR ABREU.- Los vales tienen valor literal, de manera que después de que se renovaron no tienen 
ninguna relación con el pasado. 


(Dialogados) 
SEÑOR POLGAR.- Exactamente, señor Senador. 


Entonces, tratando de ir en línea, por ejemplo, con algunas inquietudes de la propia Federación 
Rural, debo afirmar que referirnos al documento original como mecanismo para corregir o cambiar el tope 
de los US$ 250.000 no es recomendable, porque no es operativo. En todo caso, siempre resulta muy útil 
referirnos a las pautas del tratamiento de las deudas vencidas con el Banco de la República Oriental del 
Uruguay, de setiembre de 2005, porque si cada deudor se interesó, sabe el monto de su deuda, y si estaba 
en ese grupo, su acreedor alguna vez le habrá hecho la cuenta. 


Creo que es una buena materia para empezar a hablar y es el punto de partida para una 
negociación clara porque cuando el deudor no tiene claro cuánto debe, uno podría pensar que entra en 
inferioridad de condiciones para la negociación. Ya han reiterado varios señores Senadores en esta 
Comisión que se trata de un acuerdo de voluntades entre las partes; nos parece que este mecanismo los 
pone en un plano de igualdad y cuando se sienten a hablar, seguramente ambos sabrán cuál es el monto 
de la deuda y si califica o no. 


En cuanto al otro aspecto de la negociación, lo que aclaraba el señor Senador Michelini es 
estrictamente así; se trata de una negociación independientemente del monto de la deuda, lo que es una 
virtud porque no está vinculada al hecho de que se deba más o menos del valor de la garantía que se 
tiene, y allí se produce nuevamente la interacción. De todas formas, lo que se debe es claro para ambos si 
mantenemos un marco ya conocido y tratado previamente, y sobre todo operativo, que es lo que se 
determina en el literal e). 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: estoy tratando de entender el tema, incluso en función del deudor, 
porque me parece ingeniosa o creativa la propuesta que se ha realizado, pero me preocupa que el sistema 


está vinculado al mediano plazo y, como decía Lord Keynes: “A largo plazo todos vamos a estar muertos”. 
Acá se habla de veinte años, por lo que tengo la sensación de que el sistema tira para adelante las cosas. 


¿Cuál es el problema? Si tengo una deuda de US$ 2:000.000, a partir de US$ 250.000 de capital, 
es muy probable que me pase los veinte años tratando de pagar, de no pagar o de no poder pagar, aun 
cuando haya entregado el inmueble en dación en pago. Es decir que mi familia y mis seres queridos, 
dentro de veinte años -quizás con otro Gobierno o nuevamente con el del Frente Amplio-, tendrán la deuda. 


Ya que los acreedores institucionales -como por ejemplo, el Banco de la República- tienen buena 
voluntad, pregunto si no se podría estipular que la deuda que se maneje como dación en pago no supere 
determinado porcentaje obligatorio por encima del capital. El problema es el siguiente. Si tengo una deuda 
e ingreso primero por mi capital, pero después me quedo el resto de la vida con angustia porque tengo una 
tierra que ya entregué, cuando mis hijos sean grandes, en cinco o seis años, me van a decir que como el 
suelo no es mío, se van a trabajar a otro lado, porque esto no tiene solución. 


Si bien creo entender el argumento que se da -inclusive, en el ámbito de la vida internacional a 
veces trato de comprender el proteccionismo social que establecen los países europeos y por qué quieren 
que sus campesinos y sus productores rurales se queden en la tierra-, me parece que este no es el 
mecanismo adecuado para garantizar el asentamiento de la familia rural. Sirve solo para alargar el plazo y 
encontrar una respuesta. Comprendo que desde el Poder Ejecutivo hay algunas posiciones dentro de la 
propia fuerza política que han pretendido durante muchos años una ley que a rajatabla termine con el 
endeudamiento. Ahora, obviamente, hay distintas posiciones y discrepancias; el Ministerio de Economía y 
Finanzas se ha incorporado a muchas de las posiciones que se han sostenido durante largo tiempo en 
forma contraria a la ley que muchos denominan como “perdona tutti”, pero a mí me preocupa este 
mecanismo que creo que no soluciona el tema del endeudamiento, sino solo lo relativo al apremio del 
deudor y la situación del que está por ser ejecutado. 


Entonces, ya que tenemos la voluntad y la posibilidad de que los organismos acreedores 
intervengan, pregunto si no sería bueno establecer algún límite a la “bola de nieve” para que no termine 
siendo un paso hacia adelante. 


SEÑOR POLGAR.- Si interpreto bien la pregunta, creo que se trata de aspectos de valoración política más 
que técnica. Si bien es difícil distinguir lo técnico de lo político, me siento perfectamente capacitado y con la 
representación como para opinar sobre los aspectos más políticos del proyecto de ley. 


Con respecto a la afirmación que realiza el señor Senador, si bien entiendo el sentido de lo que 
implica “tirar para adelante” el problema, debo decir que pienso que eso no es así. La respuesta es 
definitivamente negativa. Esto cambia por completo la naturaleza del problema, ya que la situación del 
deudor se modifica absolutamente. Pero el problema del endeudamiento dentro de veinte años es otro, 
definitivamente, en cuanto a su naturaleza. Y acá se combina la situación del deudor y del acreedor. 
¿Cómo vemos esto nosotros? ¿Por qué se maneja un horizonte de veinte años? Porque estamos hablando 
de un mecanismo de leasing para inmuebles, que no es el que se aplica a un automóvil, cuyos plazos son 
típicamente mas cortos. En este caso, hay que dar un plazo suficientemente largo. De dar solución a esto, 
no solamente se conserva la propiedad, sino también el trabajo y la actividad productiva. Un horizonte de 
veinte años es suficientemente largo y permite que más de una generación resuelva su problema. Se trata 
de deudores que se endeudaron en el 2002 y que ya hace cinco años tenían deudas vencidas; como 
sabemos, en el Uruguay se dejó de dar créditos básicamente en 1999, y estas deudas se originaron en la 
mayoría de los casos en los ochenta o en los noventa, aunque no tenemos un documento original. A ese 
deudor entrado en años le damos un horizonte para que su familia, o parte de ella, tenga también un 
horizonte. Entonces, se dan veinte años en lo financiero para poder recomprar un valor como éste. 
Además, hay una salvaguarda, porque en el artículo 7% -me estoy adelantando a lo que los señores 
Senadores van a tratar- se incluye, precisamente, una salvedad dentro del marco de la ley de leasing -que 
está mencionado en el último inciso del artículo 1*-, por la cual no se puede dejar para adelante un valor 
muy grande para la recompra. 


Entonces, si el mecanismo de arrendamiento se otorga porque ese deudor no va a generar flujos 
para la recompra del inmueble, estamos dando un horizonte para mantener el capital humano en la tierra, y 
la situación de endeudamiento cambia, porque la persona ya no está endeudada, sino que es inquilina. O 
sea que no es el mismo problema; en todo caso, más adelante tendremos un problema de otra naturaleza, 
pero no es la misma situación. Acá hay una acción sobre la realidad del deudor; es un contrato de alquiler a 
largo plazo, que hoy no existe en el mercado, y aparece el agente adecuado para que si ese contrato cae, 


se contemple la situación de los flujos comprometidos y, llegado el caso, del propio inquilino de la tierra, del 
arrendatario; no es por casualidad que el Instituto Nacional de Colonización está previsto allí. Entonces, el 
Instituto Nacional de Colonización haría los desalojos dentro de ese marco legal y se comprometería a los 
flujos. Me estoy adelantando a los otros artículos y pido disculpas, pero viene a cuestión. Me parece que 
podemos pensar qué pasará dentro de 20 años, pero no es tirar el tema para adelante; en todo caso, será 
un problema totalmente distinto y habrá que evaluar si vale la pena por el problema que se resuelve ahora. 


Con respecto a si hay un posible deudor, en caso de que fuera comprando o recomprando 
parcialmente la tierra, el corazón de la pregunta del señor Senador Abreu de si tiramos para adelante el 
problema está en parte mitigado con lo que se prevé en el artículo 7”, en el sentido de que cuando se 
estructure el contrato de leasing -crédito de uso operativo, como se llama en esta disposición-, no se puede 
dejar un monto mayor del 50% para el final del contrato. Si no me equivoco, en el marco general de leasing 
este es un porcentaje un poco más bajo, porque no está previsto para tierras. Por tanto, queremos 
transmitir cierta convicción con respecto a este tema, en el sentido de que se opera sobre el problema, éste 
cambia, y la situación que tendremos dentro de 20 años será bien distinta; además, la propia ley ya tiene 
algunas salvaguardas al respecto. 


SEÑOR ABREU.- Lo entiendo, y no pretendo cambiarlo, pero lo importante es formular la pregunta y recibir 
una respuesta. Pero también es cierto que, de acuerdo con el inciso primero del artículo 1%, se expresa: “en 
el marco de un contrato de arrendamiento o de crédito de uso operativo”. Y el artículo 7% se refiere 
exclusivamente al crédito de uso operativo y no al contrato de arrendamiento. Lo que me preocupa, en 
cuanto a los casos de contrato de arrendamiento, es cuando se negocia la totalidad de una deuda de un 
pequeño productor -más allá de que ingrese-, de US$ 2:000.000 o US$ 3:000.000, ya que va a pasar 20 
años, quizás, pagando, porque la renta le puede ser favorable en función de las circunstancias de los 
precios internacionales y todo lo demás, pero no va a poder terminar con la deuda. Terminados esos 20 
años, ya no tiene la propiedad. Entonces ¿cómo solucionamos el tema de que mantenga la tierra? En 20 
años, en el ámbito rural hay también una sucesión generacional. Por tanto, hay que dar una certeza, por lo 
menos al productor actual. 


SEÑOR COURIEL.- Veinte años es bastante. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2". 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3*. 
(Se lee:) 


“Artículo 3%. En las situaciones previstas en el artículo anterior, cuando alguna de las entidades 
mencionadas en el inciso primero del artículo 1% de la presente Ley, o fideicomisos creados por éstos, 
tengan primera hipoteca sobre el inmueble del deudor o cuando sean primeros embargantes del deudor, y 
el crédito sea superior o igual al valor del bien, la dación en pago del inmueble por el deudor producirá, de 
pleno derecho y por imperio de la Ley, la cancelación de todos los gravámenes, embargos e interdicciones 
que afectaren el bien dado en pago, que sean anteriores a la fecha que se concrete la dación. El acreedor 
deberá comunicar esta circunstancia a los tribunales actuantes y a los registros públicos, a los efectos de 
que los mismos tomen nota de dicha circunstancia. 


Se entenderá que el crédito es superior al valor del bien ofrecido en dación cuando el monto total 
del crédito, actualizado a la fecha de presentación del deudor, superare el valor del bien de acuerdo a una 
tasación del mercado realizada especialmente por la Dirección Nacional de Catastro. 


Cuando el monto del crédito fuera inferior al valor del bien, para que se produzca el efecto de 
cancelación de los gravámenes, embargos e interdicciones que se establece en este artículo, será 
necesario contar con el consentimiento de los acreedores que tengan segunda o ulteriores hipotecas y de 
la totalidad de los acreedores embargantes que lo siguieran en el orden de los embargos.” 


En consideración. 


Informo a la Comisión que debo retirarme, por lo que solicito al señor Vicepresidente que ocupe la 
Presidencia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Bentancor) 


SEÑOR GAMOU.- En el caso de que no terminemos de aprobar este proyecto en el día de hoy, propongo 
que esta Comisión se reúna antes del jueves próximo para poder culminar con el tratamiento de este tema. 
Podría ser el próximo martes a la hora 14. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio, nos reuniríamos el martes próximo a la hora 14, dependiendo de la 
hora en que sea citado el Senado. 


SEÑOR ABREU.- En cuanto al artículo 3%, más allá de algunos detalles de redacción, quiero decir que se 
afecta directamente la seguridad jurídica de los contratos, porque basta con que se tenga una hipoteca de 
segundo grado o un embargo. Por ejemplo, si alguien tiene un embargo de familia, también caerá, y en ese 
caso podremos estar afectando los derechos de los hijos menores y la situación familiar. Tenemos que 
estudiar el caso porque el artículo habla de “la cancelación de todos los gravámenes, embargos e 
interdicciones que afectaren el bien dado en pago”, y debemos saber si el embargo es de carácter general 
o específico. En el primer caso -que puede suceder-, quizás estemos afectando derechos a veces muy 
importantes que ya hacen a una relación que excede el ámbito del circuito comercial. Esta es mi 
preocupación. 


SEÑOR GUERRERO.- Cuando estas instituciones son los primeros embargantes o acreedores 
hipotecarios del deudor, en los hechos los otros acreedores tampoco van a cobrar. Nosotros pensamos que 
de esta manera sólo iban a cobrar las instituciones oficiales, mientras que las otras, no. Si sacamos las 
cuentas sobre la realidad, los que siguen en orden de prelación, es decir, por debajo de esos acreedores, 
tampoco cobran con el régimen vigente. Entonces, con esta medida estamos evitando la ejecución judicial 
de los deudores, y opera lo mismo con remate judicial. 


SEÑOR ABREU.- Lo veo bien porque esto sucede en la vida real, pero mi preocupación va más allá de las 
deudas comerciales donde pueda existir un embargo genérico o de una obligación alimenticia. Es decir que 
es un elemento de presión, más allá de que no se puede ejecutar, porque si se hace, el crédito hipotecario 
es privilegiado. Por otra parte, también es cierto que la garantía del acreedor de poder relacionar al deudor, 
con esto, se libera totalmente de cualquier tipo de embargo. 


El otro tema es que se puede volver a iniciar, porque basta que se cancele para que nuevamente, 
en segunda instancia, se pueda plantear. 


Si bien es cierto que comparto la preocupación de manejar el artículo 3* en el ámbito del circuito 
comercial, este caso está más allá. Por lo tanto, me preocupa que el deudor tenga otro tipo de obligación, 
de embargo, que esté vinculado a otra actividad o a una relación distinta de la comercial y que quede 
absolutamente liberado, más allá de que el embargo no sea ejecutable, en el entendido de que en la forma 
en que funciona el sistema, el Banco Hipotecario tiene privilegio. 


SEÑOR GUERRERO.- El proyecto de ley es claro cuando expresa: “la cancelación de todos los 
gravámenes, embargos e interdicciones que afectaren el bien dado en pago”. Es decir que si el deudor 
tiene un embargo genérico, lo seguirá teniendo; lo que se cancela es sobre ese inmueble. Los otros 
acreedores, insisto, tampoco van a cobrar porque aunque se trate de un embargo por deuda alimenticia, en 
orden de prelación están después. 


Por lo tanto, si estudiamos correctamente la situación, con esto no estamos afectando derechos 
de terceros, porque tampoco tenían derecho a cobrar. 


SEÑOR ABREU.- Entonces, el principio se está refiriendo a derechos reales. 


SEÑOR GUERRERO.- ...que afecten al bien dado en pago y que sean anteriores a la fecha. Con esto 
evitamos algún simulacro de otro embargo, y por eso tiene que ser anterior. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera saber si el principio general de que los bienes son la garantía de las 
obligaciones comienza a tener determinada fragilidad. Hago este planteo porque más allá de que sea un 
bien dado en pago, el principio general es que los bienes son el respaldo de las obligaciones, incluso si la 
obligación es de carácter personal o real. Si bien interpreto cuál es la situación, tengo miedo de que la 
casuística termine afectando al más desvalido. Ese es el gran tema, porque el esfuerzo para llegar a una 
legislación introduce la casuística y ésta siempre es un traje de confección y no de medida, es decir que 
hay que lucirlo con elegancia. A veces, el más desvalido no está en la casuística. Es, por ejemplo, el caso 
de la señora y de los hijos menores de un productor rural que simplemente entrega en razón de pago su 
bien inmueble y que hará frente a sus obligaciones alimenticias con el producido de su renta, pero no con 
la garantía que podía tener antes, aunque también es cierto que la prelación de los derechos reales sobre 
los personales está claramente establecida en la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 3". 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD 

En consideración el artículo 4". 


SEÑOR ABREU.- Me pregunto qué sucede con los derechos reales de las prendas. Supongamos el caso 
de una persona que negocia un bien hipotecado -como sabemos, solo se pueden hipotecar los bienes 
inmuebles, las aeronaves, los barcos, etcétera- y que tiene, además, una prenda sobre su ganado. Esa 
prenda puede quedar desvinculada de la hipoteca o puede ejecutarse y, en este caso, la posibilidad de 
hacer viable su unidad de explotación se limita totalmente. 


(Dialogados) 


SEÑOR GUERRERO.- No es una hipótesis tan de laboratorio, porque es algo que se da en la práctica. 
Están la hipoteca y el embargo sobre el inmueble asiento de la producción agropecuaria, y existen las 
prendas sobre maquinaria, bosques -en los campos forestales- y ganado, llamadas prendas flotantes. Este 
proyecto de ley no toca esa prenda. Es cierto que habrá casos en los que el productor no pueda seguir 
explotando su tierra porque la cede en dación en pago, pero si se la devuelven como arrendamiento, o por 
otros mecanismos, tendrá que explotarla. Lo que hace este proyecto de ley es tomar el inmueble rural 
como dación en pago; por eso se habla de hipoteca o embargo sobre inmueble rural. La prenda no está 
comprendida por esta iniciativa; es decir que quien tiene prendado el ganado, el bosque, la maquinaria 
agrícola o la producción, no se ve beneficiado por la normativa, lo cual está claramente expresado en su 
texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4”. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


“Artículo 5*.- En los contratos de arrendamiento o de crédito de uso operativo que se celebren en 
el marco del régimen previsto en esta ley, el plazo máximo será de veinte años.” 


En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD 
Léase el artículo 6. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- En los contratos de arrendamiento que se pacten en el marco del mecanismo 
previsto en esta Ley, el importe de la renta anual inicial no podrá superar el 3% (tres por ciento) del valor 
de mercado del campo arrendado, establecido de acuerdo al inciso segundo del artículo 3” de la presente 
Ley. Dicha renta anual podrá ser actualizada según la variación de índices de precios de productos 
mayoristas, calculados por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), en la moneda correspondiente a la 
que se haya fijado el arrendamiento.” 


-En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Me gustaría que se me explicara el funcionamiento de este tema en lo que dice a la 
limitación del importe de la renta anual inicial. ¿Debo entender que se la limita a determinado ingreso? 


SEÑOR POLGAR.- En este caso, a diferencia de los parámetros de un contrato de crédito de uso operativo 
-en donde hay posibilidades de recompra y lo único que se estipula es el plazo máximo y ese monto que no 
se puede dejar para el final-, sí se establece un precio. A título indicativo, se da un precio máximo de 3% y 
se prevé la posibilidad de que eso sea variable en función de algunos precios conocidos calculados por el 
Instituto Nacional de Estadística y que están vinculados a la producción agropecuaria. La intención aquí es 
dar algún tipo de certeza o un marco máximo, en el entendido de que estamos fijando un arrendamiento 
que se vincula al valor de la tierra y teniendo en cuenta que el plazo es a veinte años. La característica de 
nuestro sistema de arrendamientos rurales es que no tenemos un mercado a veinte años y, entonces, se 
genera una gran incertidumbre, en particular para el deudor en cuanto a este contrato. En todo caso, esto 
es una restricción, porque un acreedor que tenga la pretensión de cobrar más del 3%, como esto no le 
interesa, no entraría en este sistema. Creímos que era una señal interesante que se daba desde la propia 
norma para el éxito de la aplicación de este proyecto de ley, en cuanto estamos hablando de un mercado 
que no existe; no hay una referencia para saber si se está pagando caro o barato. Desde el punto de vista 
del acreedor, además, un rendimiento del 3% con activos de esta naturaleza no está mal, y eso también lo 
sondeamos. En definitiva, como esto es optativo, no creíamos estar violentando la voluntad entre las 
partes, que es clave en el espíritu de esta norma. Entonces, desde el punto de partida hay una valoración 
de lo que es la tierra, existe un precio dado, definido en el artículo anteriormente votado, se estipula que la 
renta no puede superar el 3% anual y se prevé una regla de actualización de esa tasa de interés. 


SEÑOR ABREU.- Este tipo de actualización, ¿tiene algún reflejo sobre el precio del arrendamiento? 
Establecemos un contrato de arrendamiento a 20 años. ¿Está pensado ajustar ese arrendamiento en 
función de determinadas variables como las que hoy establece la ley, o ya de por sí se va ajustando en 
forma permanente en función de las distintas variables como, por ejemplo, el valor de la tierra o los precios 
mayoristas calculados por el INE? ¿Hay algún mecanismo que ajusta el valor del arrendamiento, o 
simplemente el contrato de arrendamiento ya establece un precio para los veinte años? 


SEÑOR COURIEL.- Se actualiza en función de la renta. 
SEÑOR ABREU.- La renta es una cosa y el precio del arrendamiento, otra. 


SEÑOR POLGAR.- Estamos hablando del alquiler del inmueble, que no está vinculado a la producción y, 
por lo tanto, no está asociado al retorno de la producción. El punto de partida se fija por el primer año, 
como máximo, para que el contrato tenga validez. Entonces, si vale 100, paga 3%. ¿Cómo evoluciona ese 
3%? Típicamente, este tipo de contratos de arrendamiento no está contemplado en el mercado rural, a 
diferencia de lo que ocurre con los contratos de viviendas, que son a plazos más cortos. De modo que 
estamos fijando una regla por la que ese 3%, en el futuro, pueda ir evolucionando en función de 
indicadores que están ligados -para hacerlo más sostenible en el tiempo-, directa o indirectamente - 
dependiendo de la producción y de la suerte en particular de ese productor-, con indicadores de 
desempeño, a través de los precios del sector agropecuario. La idea es establecer cláusulas en esos 
contratos a veinte años -que son nuevos en el mercado agropecuario-, con reglas acerca del alquiler anual 
en su punto de partida, así como en relación con su actualización. 


SEÑOR ABREU.- Siempre sucede que la terminología de los economistas y de los abogados es distinta, 
más allá de que ambos tengan buena intención. En los contratos de arrendamiento que se pacten, se 
establece el precio del arrendamiento y, por tanto, la renta no está vinculada; la renta es un concepto 
económico diferente. 


SEÑOR COURIEL.- Ahora está claro y por eso me refería a la renta anual. 


SEÑOR GUERRERO.- Desde el punto de vista jurídico y por técnica legislativa, se puede decir: “El precio 
de dicho arrendamiento”. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, esta parte del artículo quedaría redactada de la siguiente manera: “en esta 
Ley, el precio del arrendamiento anual inicial no superará el 3% (tres por ciento) del valor de mercado del 
campo arrendado”. 


SEÑOR GUERRERO.- Más adelante, debería decir: “Dicho precio podrá ser actualizado según la variación 
de índices de precios de productos mayoristas”, etcétera. 


SEÑOR COURIEL.- Quiere decir que donde dice: “Dicha renta anual”, debería decir “Dicho precio” o “Dicho 
precio del arrendamiento”. 


SEÑOR ABREU.- Sería mejor decir: “Este podrá ser actualizado según la variación de índices de precios 
mayoristas”, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 6% con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 6*.- En los contratos de arrendamiento que se pacten en el marco del mecanismo 
previsto en esta Ley, el precio del arrendamiento anual inicial no superará el 3% (tres por ciento) del valor 
de mercado del campo arrendado, establecido de acuerdo al inciso segundo del artículo 3” de la presente 
ley. Este podrá ser actualizado según la variación de índices de precios de productos mayoristas, 
calculados por el Instituto Nacional de Estadísticas (INE), en la moneda correspondiente a la que se haya 
fijado el arrendamiento.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- En los contratos de crédito de uso operativo celebrados en el marco de la presente 
ley, el saldo final a pagar por el usuario cuando ejerce el ejercicio de la opción de compra, no podrá 
exceder, a la fecha del contrato, del 50% (cincuenta por ciento) del valor de mercado, fijado de éste de 
acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 3* de la presente ley.” 


En consideración. 


En la parte final, donde dice “fijado de éste de acuerdo”, sobra la preposición “de”, por lo que 
habría que eliminarla. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 7% con esa pequeña modificación. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


“Artículo 8*.- Los contratos de crédito de uso sobre inmuebles rurales, comprendidos en la 
presente ley, destinados a la actividad agropecuaria tendrán el mismo tratamiento tributario que los 
arrendamientos rurales.” 


En consideración. 


SEÑOR ABREU..- En realidad, no creo que sea preciso decir que desde el punto de vista tributario se van a 
aplicar las mismas normas que se están aplicando; esto podría ser válido cuando se establecen algunas 
excepciones que, seguramente, están incluidas en el artículo 8”. Es decir que puede ser necesario o no, 
pero pienso que no es adecuado establecer que tienen que pagar los tributos que ya están pagando, salvo 
que en el ámbito del contrato de crédito de uso exista algún tratamiento diferencial desde el punto de vista 
tributario o un procedimiento no general. 


SEÑOR GUERRERO.- En el crédito de uso hay un tratamiento diferente, pero aquí aclaramos que el 
arrendamiento recibe el mismo tratamiento tributario que el normal. Inclusive, como se trata de una ley 
excepcional, pensamos que lo que redunda no sobra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8*. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 9*. 
(Se lee:) 


“Artículo 9%.- Los fideicomisos que sean creados o estructurados en el marco del régimen 
establecido por la presente ley estarán exonerados de toda obligación tributaria que recaiga sobre su 
constitución, su actividad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas. Estarán igualmente exoneradas de 
todo tributo las transferencias de bienes inmuebles que realice el deudor al fideicomiso por concepto de 
dación en pago, así como las que realice luego el fideicomiso al usuario del crédito de uso operativo, en 
caso de ejercicio por éste de la opción de compra que le confiere el contrato. 


Las prestaciones realizadas al fideicomiso por los arrendatarios y los usuarios de créditos de uso 
operativos serán gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos del Impuesto a la Renta de las 
Actividades Económicas (IRAE) y las obligaciones mantenidas con el fideicomiso serán pasivos deducibles 
para el Impuesto al Patrimonio.” 


En consideración. 


SEÑOR ABREU.- Creo que es un tema que tiene aspectos muy puntuales en materia tributaria. Si bien no 
vamos a oponernos a que se vote, queremos dejar en reserva algunas preocupaciones que nos merecen 
estos temas. Hay una exoneración de carácter general de obligación tributaria muy fuerte sobre 
operaciones, patrimonio, Impuesto a la Renta. 


(Intervención del señor Presidente, que no se oye) 


-Es un poco lo que manifestaba el señor Subsecretario de Economía y Finanzas en la Comisión. 
Me parece que es importante analizarlo desde el punto de vista del funcionamiento político general de la 
reforma tributaria, más allá de los temas vinculados a esta ley. 


De manera que, sin perjuicio de habilitar la aprobación de esta iniciativa, quiero dejar constancia 
de que vamos a empezar a estudiar en profundidad las implicancias tributarias de este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9”. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR COURIEL.- Habiendo sido aprobado el proyecto de ley por la Comisión, solicito que el miembro 
informante sea el señor Senador Vaillant, que fue quien llevó adelante esta propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Couriel. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GAMOU.- Como es de estilo, quisiera agradecer particularmente al señor Senador Abreu que se 
haya quedado para habilitarnos el quórum a fin de aprobar este proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- En lo que tiene que ver con el asunto relativo a autorizar a la Intendencia Municipal de 
Montevideo a llamar a licitación pública internacional por el tema del Hotel Casino Carrasco -son 
únicamente dos artículos-, pregunto a la oposición si quiere que el Poder Ejecutivo venga a explicarlos. 


SEÑOR ABREU.- Me parecería bien que concurriera a la Comisión a brindarnos información al respecto. 


SEÑOR COURIEL.- Incluiríamos el asunto en el orden del día de la próxima sesión y llamaríamos al Poder 
Ejecutivo para que viniera a informarnos sobre el particular. 


SEÑOR ABREU.- Inclusive, me gustaría escuchar la opinión de la Intendencia Municipal de Montevideo 
respecto de este asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, invitaríamos al Poder Ejecutivo y a la Intendencia Municipal de 
Montevideo para la reunión del jueves próximo. 


SEÑOR ABREU.- Creo que debería concurrir también alguien del Ministerio de Economía y Finanzas y, en 
particular, de la Dirección General de Casinos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 15 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


